Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 15:03). 


—La Comisión Especial de Partidos Políticos, Financiación y Publicidad Electoral tiene el 
honor de recibir al doctor Juan Pablo Pío y a la licenciada Victoria Gadea. Los hemos invitado porque 
estamos analizando la eventualidad de legislar y de tomar decisión respecto a una nueva generación 
de cambios que permitan ir avanzando en la financiación de los partidos políticos hasta donde 
podamos llegar en esa etapa de financiación pública y privada, miradas como dos extremos, así como 
en todos los costos de la campaña electoral, etcétera, etcétera. 


Dado que el doctor Juan Pablo Pío ha escrito sobre la materia, queremos consultarlos acerca 
de cuáles pueden ser, a su criterio, eventuales correcciones o mejoras de la actual legislación. Si bien 
ha representado un avance notorio para la financiación de los partidos, sabemos que, como su propio 
trabajo lo demuestra, hay algunos flancos que deben ser mejorados. 


Sin más, le damos la palabra al doctor Juan Pablo Pío. 


SEÑOR PÍO.- Primero que nada, buenas tardes a todos y, como es de orden, les agradecemos la 
invitación. 


A efectos de preparar la intervención del día de hoy, lo que hicimos, antes que nada, fue 
revisar las versiones taquigráficas de las comparecencias del profesor Bottinelli y de los representantes 
de la Corte Electoral, en particular para que fuera realmente un aporte pues hay mucho material 
generado. Me parece que la intención de la comisión —por lo que deducimos de los contenidos de 
dichas versiones— es hacer una consulta general a varios actores, tanto de la academia como otros 
actores sociales y, a partir de ahí, empezar a discutir algún grado de avance o qué paso más se puede 
dar en materia de regulación de partidos políticos en general y del financiamiento en particular. 


Si les parece bien, haría cuatro o cinco consideraciones las que, además, las trajimos por 
escrito. Se las dejamos a la comisión, así como también ejemplares del libro que publicamos el año 
pasado sobre el tema, y supongo que si queda alguna duda no habría problema en reunirnos en otra 
oportunidad. 


El primer tema es encuadrar el estudio que se hizo, sobre todo para el que aborde el trabajo. 
Nosotros primero hicimos un estudio de los países en América Latina acerca de cómo regulan el 
financiamiento de los partidos. El primer enfoque fue desde la prevención de la corrupción. 
Entendemos que la corrupción también ha evolucionado en el sentido de que no estamos hablando de 
hipótesis grotescas de soborno, ni de cohecho, ni de tráfico de influencias crudos, sino que en el 
financiamiento de la política existe un factor que, eventualmente, puede corromper el sistema 
democrático. Para no sobreabundar en la comisión, les decimos que todo lo que decimos está fundado. 
Sí es verdad que hay un riesgo, porque si nosotros no avanzamos en la regulación de las finanzas ante 
la política, obviamente ello altera el sistema democrático, la regla de un voto de una persona y, 
claramente, puede pasar que gobiernen personas que no participan en elecciones, sino que financian 
organizaciones políticas. Ese es el planteo general. 


Asimismo, les digo que este material se publicó el año pasado, el 8 de diciembre, en ocasión 
del Día Internacional de la Lucha contra la Corrupción, y estuvieron presentes un legislador de cada 
partido político del Senado, y en el caso del Partido Independiente, un diputado. También estuvieron 
presentes autoridades de la Corte Electoral, la academia, y fue en la sede del Poder Ejecutivo. Digo 
esto porque el trabajo se fue legitimando en todos los poderes del Estado, ya que no fue un trabajo que 
vino a insertarse en una realidad totalmente desconocida. De hecho, para nuestra sorpresa, cuando 


revisamos el informe que les presenta la Corte Electoral, en realidad, algunas de las recomendaciones 
las fueron reflexionando y recreando a partir de las conclusiones del trabajo. 


Lo que hace el trabajo —y vamos directamente hacia ahí— es establecer un diagnóstico del 
grado de implementación de la ley que tenemos vigente, y nosotros nos jugamos a hacer una especie 
de catálogo de sugerencias sobre las cuales se podría avanzar. Si existe voluntad política y acuerdo 
partidario, hay un catálogo, y sobre ese menú podemos elegir dar un paso. La propuesta que nosotros 
tenemos es una hipótesis de máxima y una de mínima, y sobre eso vamos a trabajar. 


Algún dato relevante que no está contenido, por lo menos, en las versiones anteriores, es 
que debemos recordar que Uruguay tiene la paradoja de ser el primer país en el mundo que regula el 
financiamiento público. Uruguay, a partir de la ley de 1915, lo que hace es que cuando le paga a cada 
partido por las listas, cuando paga el costo lista simbólico en función de los votos, esa es la primera 
hipótesis a nivel mundial de financiamiento público. Sin embargo, Uruguay es uno de los países que 
más le ha costado regular el financiamiento privado. Para que se tenga una idea de región, Uruguay 
regula en 2008 para la elección de 2009, y los otros dos países que no tienen regulado el 
financiamiento privado son Bolivia y Venezuela. Bolivia lo tuvo y ya no lo tiene más, y Venezuela no lo 
ha legislado hasta ahora. Todos los demás países de América Latina tienen alguna regulación en 
materia de financiamiento privado. 


Si ustedes consultan la parte primera del material, verán que nosotros también hacemos un 
recorrido por algunos países europeos, pero como inspiradores de institutos, no como modelos que se 
puedan extrapolar. 


Otra cuestión importante, que me parece que hace al trabajo de la comisión como aporte 
académico, es la siguiente. Desde 1985 hasta 2009 hubo diez iniciativas en el Parlamento sobre 
regulación de finanzas de la política. En el libro vamos analizando cada iniciativa con todas las 
versiones taquigráficas, y lo interesante de la investigación es que si bien se fracasaba en la sanción 
de la norma, había un proceso, es decir, había institutos que se iban consolidando. De manera que las 
discusiones no eran en vano. Desde 1985 a 2009 hubo algunas discusiones que se fueron 
consolidando y que hoy se ven en la ley vigente. 


También les sugeriría revisar dos insumos que consultamos: un anteproyecto del año 2003 de 
la Jutep y el proyecto originario del Poder Ejecutivo, que después se transformó en la ley de 2009. Lo 
planteo porque entre el proyecto del Poder Ejecutivo y la ley que se sanciona hay cuatro o cinco 
cuestiones de fondo que quedan en el camino y que son críticas que se hacen hoy. Me refiero, por 
ejemplo, al órgano competente, la asociación del financiamiento con la paridad o la cuota, etcétera. 
Insisto: hay cuatro o cinco cuestiones de fondo que se saldaron en su oportunidad, pero que hoy son 
críticas a la ley vigente. 


En el tema de las finanzas de la política tenemos los ingresos, los egresos y la transparencia. 
Se puede legislar sobre cualquiera de las tres áreas o profundizar y poner las baterías sobre alguna de 
las tres. Cuando hablo de ingresos, me refiero tanto a los públicos como a los privados. Cuando hablo 
de egresos, me refiero al gasto, y en este caso la que se lleva todos los premios es la publicidad 
electoral. Y la transparencia es una característica que tiene que ver con la rendición de cuentas, que es 
otro de los talones de Aquiles de la implementación de la norma. 


Hay algún otro enfoque —y seguramente algún otro convocado lo cite— que es el punitivo. 
¿Cómo ha evolucionado esto en España, Italia y otros países, sobre todo de origen latino? En España 
la solucionaron fácil: están discutiendo si el financiamiento irregular es un delito penal autónomo. Hay 
una gran discusión a nivel de dogmática académica y se apunta a establecer como delito autónomo 
cuando no cumplimos con la regularidad en las finanzas de la política. Esa es la posición que está 
primando en España. Nosotros lo decimos hasta el hartazgo, pero es un tema que es relevante en 
España, en la medida en que la tercera parte del sistema político está imputado penalmente. Y en esto 
están incluidos desde jerarcas de gobierno hasta integrantes de la propia familia real. 


Nosotros hicimos todo un análisis de las figuras penales vigentes en Uruguay de delitos contra 
la administración pública, como fraude, abuso de funciones, tráfico de influencias, cohecho simple o 
cohecho calificado. En este último caso estamos hablando de cuando se soborna a un funcionario 
público para que haga algo que ya tenía que hacer o distinto de su función. Esa es la diferencia entre el 
cohecho simple y el calificado. En definitiva, desmenuzamos todos los delitos contra la administración, 
los analizamos e imaginamos todas las conductas posibles. Y la conclusión es que no existe conducta 
corrupta —por lo menos hipotética— en nuestro imaginario que no esté cubierta por los delitos penales. 
Es un trabajo mucho más profundo, pero lo que quiero decir con esto es que habiendo estudiado toda 
la casuística posible y habiendo analizado cada una de las figuras vigentes al día de la fecha, 
concluimos que todas las conductas posibles están contenidas en el derecho penal. Entonces, hay 
razones de dogmática penal, de política criminal y de conveniencia, y desde ya adelantamos posición 
en cuanto a que no sería la vía —-más allá de que tampoco la vimos planteada- la de la hiperinflación de 
normativa penal en este sentido. Lo planteo porque a nivel sobre todo de países de Europa Occidental 
es la posición mayoritaria y es la que viene primando. Me interesa realizar un señalamiento puntual que 
tiene un cruce con la regulación de los medios de comunicación, dicho banalmente. 


Al día de ayer contamos con nueve sentencias que declaran la inconstitucionalidad de 
algunos artículos y de ciertos fragmentos de artículos de la Ley n.* 19.307. ¿Por qué traigo esto a 
colación? Porque el 90% de los gastos de los partidos políticos —y seguramente, según lo publicado, 
los profesores convocados luego de nosotros van a referirse al tema- responden, en la actualidad, a la 
publicidad electoral. Los señores legisladores lo saben mejor que nosotros y existen estudios, 
evidencia y percepción de la realidad al respecto. 


Si se genera una regulación que restrinja el gasto, si no hay en qué gastar, no hay por qué 
recaudar. El subsidio público no es suficiente: es estable y necesario. A diferencia de otros países 
como Chile, donde recién se está viendo cómo se regula, en nuestro país el subsidio está consolidado. 
Inclusive, en la comunidad chilena no quieren que el Estado aporte finanzas públicas a los partidos. 
Ese debate, por lo menos al día de la fecha, no está planteado en Uruguay, pero sí el de la publicidad 
electoral. 


Existe un dato no menor que nadie advirtió, por lo menos los técnicos. Cuando la Suprema 
Corte de Justicia declaró la inconstitucionalidad del artículo 143 de la Ley de Medios respecto a la 
distribución equitativa de los minutos gratis entre los partidos políticos, dice algo que es un mensaje 
indirecto para el sistema político, en particular para el Parlamento: la regulación de la publicidad 
electoral no entra en el concepto de reglas electorales. ¿Qué quiere decir? Para modificar las reglas 
electorales se requieren dos tercios de la Asamblea General. La Suprema Corte de Justicia dice 
indirectamente que la publicidad electoral no es la regla electoral sino un aspecto vinculado. Si es así, 
no es necesaria una mayoría especial para regular en materia de publicidad electoral. Esto surge de la 
sentencia de la Suprema Corte de Justicia del 5 de abril. Está todo documentado, y si a algún señor 
legislador le interesa, podemos hacerle llegar la sentencia. 


Como primera conclusión tenemos que en materia de publicidad no necesitamos la mayoría 
especial de dos tercios sino que una mayoría absoluta de las Cámaras perfectamente puede regular. 


Otra discusión es cómo se regula. En este sentido existen dos hipótesis planteadas a nivel 
público, tanto del sistema político como de la academia. Una, consiste en la prohibición absoluta de la 
publicidad electoral, que era nuestra posición originaria cuando publicamos el material y, otra, de 
mínima en materia de publicidad 


—que es la que utilizan México y Costa Rica- que radica en tarifar el minuto de televisión. Hay 
antecedentes -y funciona— acerca de que esto garantiza que a todos los partidos políticos les sale lo 
mismo el minuto en televisión. Se ha constatado que los partidos políticos pagan diferentes recursos 
por un minuto en los medios; el precio por minuto-segundo no es igual, y se ha comprobado también 
que cuando un canal de televisión condona una deuda hay una donación indirecta. 


Si el sistema político no se pusiera de acuerdo en modificar todas las reglas, una que sí es 
muy sustantiva es la que tiene que ver con la publicidad electoral. 


En síntesis: el gran gasto radica en la publicidad; no se precisaría una mayoría especial — 
sentencia firme de este año de la Suprema Corte de Justicia— y existen dos escenarios posibles: uno 
de máxima que es la prohibición absoluta, y otro de mínima, que consiste en la tarifa del minuto de 
televisión. 


Nobleza obliga, por eso debemos decir que nuestra posición primaria era la de prohibición y, 
la actual, es la de tarifa. Y no se trata de un cambio caprichoso, sino que fue producto del intercambio 
con muchos de los actores. Si preveo la igualdad por partido en un sistema con cierta fragmentación y 
fraccionalización en la interna, en realidad, a algunos actores políticos les podría resultar inequitativo el 
hecho de que haya una voz de un partido —como es el caso actual de un partido de gobierno— contra 
cuatro, cinco o seis actores de oposición. Entonces, lo que se ha dicho es que no se puede prohibir la 
publicidad y distribuir equitativamente entre partidos porque habría que considerar en un mismo tema 
otro colateral que es la publicidad oficial. 


Entonces, si bien hay tres temas que no son objeto de discusión de la comisión, avanzan en 
forma paralela. No puedo mirar uno sin atender a otro, a saber: el proyecto de ley sobre la publicidad 
oficial, las sentencias que surgen con respecto de la ley de medios y las eventuales reformas que se 
planteen en la comisión a la ley que regula el funcionamiento de los partidos políticos. 


Este es el primer punto. 


La otra preocupación que dejo sentada —tampoco la vi, por lo menos públicamente-— tiene 
que ver con el argumento de la Corte Electoral para fallar a favor de la distribución equitativa de 
minutos, es decir, las garantías, la proporcionalidad y demás. Ahora bien, la Corte no dice nada — 
porque nadie lo impugnó— sobre los criterios de los votos utilizados en la elección anterior para 
distribuir el subsidio público, que venimos tomando en cuenta desde 1915. Si vamos a revisar el 
sistema, a esto por lo menos debemos prestarle atención. No hay pronunciamiento de la Corte 
Electoral porque nadie lo ha impugnado pero nos parece que es un argumento filoso, peligroso, el dado 
por este organismo porque para distribuir espacio en la televisión no prima el criterio pero sigue 
primando para el subsidio público. Repito que es un tema que habría que revisar. Esa es una hipótesis 
de mínima. 


En cuanto a la hipótesis de máxima planteamos un decálogo de medidas que tienen que ver 
con la ley y en las que podemos profundizar, si a los señores senadores les interesa. 


En algunos aspectos tenemos coincidencias con las posiciones de la Corte Electoral en la 
comparecencia anterior y con el profesor Bottinelli, pero en otros no tanto. 


En primer lugar, hay cuestiones que no se resuelven legislando —vieja historia uruguaya de la 
legiferancia: creencia de que modificar una norma modifica realidades—, hay otras que son de mera 
implementación y voluntad política, y otras que sí requerirían una modificación legislativa. 


Como primer punto queremos plantear —como posibilidad de avance— que la rendición de 
cuentas no está pautada para las elecciones internas. Hay partidos políticos o sectores que se juegan 
la vida en las elecciones internas, pero los partidos políticos en esa instancia no están obligados a 
rendir cuentas. Aquí habría que realizar una modificación, para que se aplique el mismo régimen de las 
elecciones nacionales —primera y segunda vuelta— a las internas que se realizan el último 
domingo de junio. 


El segundo punto refiere al órgano competente. El proyecto de ley del Poder Ejecutivo hacía 
referencia al Tribunal de Cuentas y los argumentos para decir que la Corte Electoral no sería 
competente, no son todos de formas y de recursos, como lo ha mencionado acá, y públicamente, el 
propio organismo. 


Ahí también ratificamos la postura de la Corte Electoral. Entendemos que ella es el órgano 
competente —es un tema de recursos— y en varias oportunidades han dicho que tienen tres contadores. 
De la fase de revisión tiene que pasar a la fase auditoría. Digo que es un tema de implementación 


porque la Corte Electoral —les pido que piensen sobre esto—- es el órgano más político y que conoce 
sobre política. 


Imagínense los señores senadores que el financiamiento de la política estuviera marcado por 
las formalidades del Tribunal de Cuentas, cuando todos los que trabajamos en administración 
sabemos que a veces las reiteraciones de gastos se presentan como tales y son cuestiones formales. 
Todo el mundo sabe que no hay cuestiones de fondo. 


A mi entender, la postura de que la Corte Electoral es el órgano competente por la historia, 
por la conformación, por la que conoce sobre política, porque es la aplica sanciones —no nos queda 
ninguna duda— la suscribimos totalmente, así como las conclusiones dadas en la comparecencia 
anterior. 


Hay otro tema que podría incluirse relativo a cómo controlo. Creo que a todas las operaciones 
financieras con los bancos habría que aplicarle la ley de inclusión financiera. No puede haber una 
donación, un pago, fuera de esto. Si hoy en Uruguay a una persona que trabaja en el servicio 
doméstico hay que abonarle el salario por inclusión financiera, toda operación que tenga que ver con 
las finanzas partidarias también. Es la única manera de generar una garantía de trazabilidad: aplicar la 
normativa de inclusión financiera a las operaciones que tengan que ver con las finanzas de cualquier 
organización política. 


En cuanto a la obligación de informar voy a referirme a lo conceptual, luego los señores 
senadores expresarán su opinión. 


Contamos con la ley de acceso a la información pública. En algunos países han entendido que 
los partidos políticos cumplen una función social y una responsabilidad política para con el sistema 
democrático. Si bien los funcionarios de los partidos no son funcionarios públicos, se podría 
perfectamente entender que la ley de acceso a la información pública sea aplicable a los partidos 
políticos. Podríamos entender que el acceso a la información pública también se aplique a los medios 
de comunicación. No estamos generando nada, sino que agregamos un sujeto obligado: acceso a la 
información pública para los medios de comunicación, acceso a la información para los partidos 
políticos. 


Además, hay una cuestión de fondo que todo el mundo conoce. En ninguna discusión hemos 
podido encontrar la razón de por qué nunca se limitó la donación que les pueden hacer a los primeros 
candidatos de las listas. Es muy sencillo: si no entra por la puerta entra por la ventana. Si el partido 
tiene límites y yo soy primer candidato me financian la campaña. Si no tengo donación o no le puedo 
donar a un partido político, me donan a mí. El partido político no puede acreditar los fondos para pagar 
un local, lo pago yo. Habría que establecer el límite en el primer candidato. Sería muy sencillo, 
bastaría con una modificación legal. 


A continuación voy a hablar de la nominación absoluta de las donaciones. Hay excepciones 
como las 4.000 UI. Lo tenemos todo por escrito, pero para ir a lo conceptual quiero decir que tenemos 
donaciones que no son nominadas. Acá tiene que haber una nominación absoluta de donaciones 
independientemente del monto que sea. Más adelante van a encontrar la argumentación de personas 
que entienden que la donación tiene que ser anónima al igual que el sufragio y que así como yo voto 
en secreto tengo que aportar en secreto. En realidad, no hay un fundamento sólido como para sostener 
que el aporte económico tiene que ver con el sufragio, sino que es el apoyo a una organización política. 
Lo que nos interesa es que quien financie una organización política sea eventualmente controlado por 
la ciudadanía. 


Creemos que otro tema al que habría que aplicarle el mismo estatuto es a las fundaciones de 
los partidos políticos, porque si solo regulo los partidos y no las fundaciones, estas últimas van a ser 
muchas. Habría que generar un baipás. La ley hace referencia a las fundaciones, establece algunas 
cláusulas, pero sencillamente hay que aplicarle el mismo estatuto a las fundaciones que a los partidos 
políticos. 


En relación a las declaraciones juradas, creemos que todos los ciudadanos que desempeñan 
cargos con determinadas responsabilidades tienen que presentar la declaración en la Jutep, con las 
características que todos conocemos. Entendemos que es posible extender esta obligación a los 
candidatos. Basta con agregar un sujeto obligado. 


Con respecto al lavado de activos, en abril de este año, durante la última reunión de GAFI, en 
Bruselas, una de las recomendaciones que le hicieron a Uruguay —y que en algún momento tenemos 
que seguirla— fue que los partidos políticos sean sujetos obligados al igual que las inmobiliarias, los 
bancos, etcétera. En la nómina de sujetos obligados para la prevención del lavado de activos también 
tendrían que estar los partidos como asociaciones civiles; desde el punto de vista jurídico ya lo son. 


Ese es el panorama de fondo, si miramos la norma vigente y los modelos que existen en el 
derecho comparado, sobre todo con la idiosincrasia que ha habido después de la dictadura, durante los 
treinta años de democracia, en el proceso que se viene dando en la regulación. Después hay una 
cuestión menor que tiene que ver con la organización de los partidos, pero me parece que el cometido 
esencial es atender el tema de las finanzas. 


Estoy para contestar eventuales consultas de los señores senadores. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Algún señor senador quiere hacer uso de la palabra? 
SEÑORA XAVIER.- O alguna señora senadora. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, pero no la había visto llegar. 
SEÑORA XAVIER.- Disculpen mi tardanza. 


Quizá ya lo mencionaron, pero como soy la única mujer en esta populosa comisión, me 
gustaría saber si abordaron el tema de género y la promoción que una ley de esta naturaleza puede 
tener. Cuando discutimos la ley que nos rige planteamos la necesidad de que hubiera estímulos 
financieros o un plus al financiamiento de aquellas hojas de votación que incorporaran más mujeres. 
En aquel momento hubo acusaciones de mercantilización de la política y en particular de la 
participación de las mujeres, pero también escuchamos otros argumentos. La cuestión es que, si bien 
en otro ámbito se están discutiendo dos proyectos de ley para estimular la participación de las mujeres 
en la representación parlamentaria, creo que esta es una oportunidad para colocar el tema sobre la 
mesa. No hace falta decir que a las mujeres se les dificulta mucho obtener financiación para realizar 
sus propias campañas en aquellos partidos que hacen campañas políticas sin contar con una 
financiación centralizada. Incluso, en aquellos que sí la tienen, siempre está el argumento de que como 
los varones son los que mayoritariamente han ejercido la política, son los más visibles y los que fijan la 
comunicación y la publicidad, obviamente deben encabezar las listas. Nuestra ingeniería electoral hace 
que la mejor ley —que podría ser la de la paridad- deba suponer que las mujeres encabecen listas 
porque con la representación que tenemos de un número muy importante de departamentos en los que 
hay dos legisladores —uno naturalmente oficialista y otro de la oposición—, si ninguna de las listas 
respectivas está encabezada por mujeres, en general, las mujeres no van a poder llegar. 


Entonces, si bien hay un capítulo que está a consideración en la Comisión de Constitución y 
Legislación del Senado, me parece que este es un espacio en el que deberíamos evaluar cuáles son 
los mecanismos para promover la participación de las mujeres. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la intervención se ha hecho referencia a este tema, pero vamos a retomar 
cosas que quedaron por el camino en el proyecto de ley del año 2009, que incluía algún estímulo en la 
financiación con respecto a la cuestión de la cuota política. No recuerdo si el anteproyecto de ley del 
año 2003 de la Jutep hacía referencia a lo relativo al género. 


SEÑOR PÍO..- El tema nos introduce en la cuestión de fondo. 


El proyecto de ley presentado por el Poder Ejecutivo en el 2008 preveía un aumento en el 
financiamiento cuando se incluyera la cuota política. Cuando se discutió este tema la ley de cuotas no 
estaba consolidada como hoy, pero nos estamos metiendo en otra discusión. Nosotros le hemos 
dedicado un capítulo al antecedente de las discusiones que tuvo el propio partido de Gobierno en 
relación a esto, en el que se puede encontrar, a su vez, la cita de la señora senadora Xavier. Nuestra 
opinión es que esta es una excelentísima herramienta para corregir la desigualdad que se produce 
actualmente. Se puede hacer por medio de la norma —en la que se puede establecer la cuota para las 
próximas elecciones—, por medio de la paridad o por esta vía. Sería una muy buena señal. 


Como decía, estas son las críticas de lo que había quedado por el camino en el proyecto de 
ley del año 2009. Inclusive, en la comparación hay un desarrollo, pero ahí nos estaríamos metiendo en 
una discusión de fondo, que es distinta a la del financiamiento. Si se me pregunta si es una 
herramienta válida, digo que es válida y necesaria. Si la pregunta es más política —que no es el objeto 
de esta intervención—, diría que es que es conveniente. El tema es que nosotros no podíamos 
resolverlo en el marco de esta norma sin resolver el fondo del asunto en la otra. 


Sí es cierto que existe evidencia científica. Recuerden el informe de Naciones Unidas que se 
presentó la semana pasada en relación a las mujeres en política: el porcentaje o el quintil de la 
población con mayor resistencia a la política de cuotas está representado por los varones mejor 
educados de entre 45 y 60 años. Además, son los que mayoritariamente desempeñan funciones de 
Gobierno o de oposición y los que tienen mejores cargos y más responsabilidades. ¿Qué quiero decir 
con esto? Que la persona sabe que al estar en una posición le habilita a estar en mejores condiciones 
para poder perpetuarse en determinados lugares. 


Por lo tanto, el financiamiento es, sin dudas, una herramienta válida para corregir la 
disparidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la comparecencia. 
(Se retiran de sala el doctor Juan Pablo Pío y a la licenciada Victoria Gadea). 


— Antes de recibir a la próxima delegación quiero comunicarles y pedirles la adhesión a los 
señores senadores sobre el siguiente tema. Con la gente del Instituto Internacional para la Democracia 
y la Asistencia Electoral —IDEA— y de la Corte Electoral hemos estado conversando sobre la 
financiación de los partidos políticos. Ya hemos repartido algunos materiales entre los senadores, no 
todos porque no nos han llegado en su totalidad. Es una institución que ha estudiado el tema en toda 
la región, con participación de académicos de varios países, incluido Uruguay y, junto con la Corte 
Electoral, nos propusieron realizar una reunión de trabajo con técnicos internacionales. Luego se 
reunirían con periodistas y académicos del Uruguay y, en tercer lugar, con representantes de los 
sindicatos y los empresarios. 


La reunión con los integrantes de la comisión sería el 22 de noviembre, para lo cual le 
pediríamos al señor presidente del Senado y a la Comisión Administrativa que nos designaran una 
sala. 


El evento sería solo ese día, el 22 de noviembre, en horas de la mañana. Creo que los 
insumos siempre son buenos para la tarea que tenemos que hacer. Si hay acuerdo, seguiríamos 
trabajando para concretar esta iniciativa junto con la Corte Electoral. No sé qué opinión tienen los 
demás senadores. 


SEÑOR MUJICA.- Hay que abordar este tema porque el tiempo se nos va. Creo que estaría muy bien 
hacer una ronda técnica con gente que nos pueda informar un poco más, pero pienso que no tenemos 
el tiempo de las calendas griegas, y no podemos dejar avanzar el año que viene sin tener nada 
reseñado. Digo esto porque después va a ser más difícil cambiar las cosas y me temo que por querer 
hacer lo mejor, terminemos no haciendo nada por no ponernos de acuerdo. 


Como la mayoría de los que están acá, tengo la preocupación sobre la cuestión económica, 
pero no es la única. Venimos a esta comisión tratando de salvaguardar en todo lo posible los partidos, 
en todos sus aspectos. Es decir, nos preocupa la respetabilidad de los partidos y su responsabilidad. 
Considero que hay que hacer importantes modificaciones, tema que ya hemos hablado con algunos 
senadores. 


Me estoy refiriendo a lo que ocurre cuando alguien considera que es el propietario del puesto 
y, por lo tanto, sin hacerse cargo de las cuentas que debe afrontar el partido, se va para otro lado, para 
hacer lo que quiera porque la Constitución lo ampara. Creo que esas cuestiones políticas hay que 
enfrentarlas, ya que si bien el fenómeno internacional de la corrupción existe, también existe evidencia 
de la tendencia a la desintegración partidaria. Realmente, creo que la democracia representativa es de 
partidos y, por consiguiente, colectiva. Lo cierto es que ese tema me preocupa tanto como el relativo a 
las finanzas. 


Entonces, estoy de acuerdo con la idea de tener algunas instancias técnicas, aunque no se 
han recogido muchas novedades al respecto. 


SEÑORA XAVIER.- Comparto plenamente la preocupación porque nuestros partidos continúen siendo 
instrumentos con transparencia que fortalezcan la democracia, pero además quería —no escuché nada 
al respecto- sugerir que en el seminario participe la Cancillería. El año pasado la convocatoria se hizo 
a punto de partida de la Cancillería y de la Corte Electoral a la Comisión de Asuntos Internacionales del 
Senado de la República, ya que esta comisión no estaba creada. Entonces, por una cuestión de 
reciprocidad me parece que deberíamos convocar al Ministerio de Relaciones Exteriores, porque 
también hay una serie de elementos que pueden surgir de coordinación con organismos que discuten 
este tema. Por lo tanto, sugiero que ese seminario sea tripartito, sin que por ello se enlentezca el 
trabajo porque, como ya dije, existe una experiencia llevada a cabo el año pasado. 


SEÑOR OTHEGUY.- Me inclino a pensar que para el 22 de noviembre esta comisión ya debería tener 
una síntesis de trabajo finalizada. En la línea de lo que planteaba el señor senador Mujica, diría que 
tenemos antecedentes y opiniones que se han ido volcando en la comisión, como para estar en 
condiciones de avanzar en una discusión a nivel interno y para la fecha mencionada ya contar con un 
producto final acordado por todos los partidos políticos. De todos modos, eso no inhabilita una 
instancia de intercambio con las características que proponía el señor presidente, aunque sí me 
importa precisar en el seno de la comisión que, repito, para esta fecha —incluso antes— ya deberíamos 
tener una síntesis acordada y el trabajo culminado. 


SEÑOR CAMY.- Coincido con la posición expresada por el señor senador Mujica en los tres aspectos 
que resumió. En primer lugar, quiero destacar lo que tiene que ver con la importancia de acotar el 
trabajo a un plazo prudencial, que implique que se puedan concretar y establecer conclusiones, ya que 
se trata de un tema que nos afecta el calendario. En segundo término, estoy absolutamente de acuerdo 
con que tenemos que preservar uno de los puntos que nos convocó, que es el relacionado con el 
financiamiento, pero también con lo que tiene que ver con el fortalecimiento de los partidos políticos, en 
tanto ese es uno de los pilares que sustentan la democracia en nuestro país. El profesor Bottinelli, nos 
expresó en cierta oportunidad que Uruguay es uno de los tres o cuatro países, junto con Australia y 
algunos otros, que mantiene un sistema de partidos que da definición al sistema democrático. Estoy 
totalmente de acuerdo con ese concepto. Si bien creo que no debemos cerrarnos a ninguna de estas 
instancias —todas son proveedoras de insumos importantes-, ya sea con los empresarios, los 
sindicatos y los técnicos internacionales, me parece que nos debemos un debate político de fondo. 
Espero que el hecho de contar con tantos insumos provenientes de otras dependencias, no termine 
conspirando con los otros dos propósitos: trabajar en tiempo y que si bien el primer tema es esencial, el 
otro se considere a la par, porque nos interesa muchísimo todo lo que tiene que ver con fortalecer los 
sistemas partidarios del Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la primera reunión —debería estar en la versión taquigráfica 
correspondiente— manifestamos dos cosas: por un lado, la intención de tener para los primeros días de 
noviembre un producto terminado y, por otro, que el hecho de que la comisión se reúna una vez por 
mes, no significa que los partidos no puedan trabajar informalmente a los efectos de que el producto 
esté finalizado. Estas instancias son más bien para escuchar opiniones, lo que no implica trabar el 


trabajo informal que a partir de la rendición de cuentas tendremos que desarrollar para tener un 
producto que cuente con los consensos básicos y nos represente mínimamente a todos. 


Esto no tiene nada que ver con el evento que se va a realizar que sería mucho más fructífero 
si tuviéramos un producto que presentar. De paso, aprovecho para decir que pienso que está bien que 
la cancillería sea parte de la convocatoria. 


Propongo —creo que todos compartimos la preocupación del señor senador Mujica— que a 
partir de hoy establezcamos un contacto informal para empezar a intercambiar cuáles son los centros 
de preocupación de cada uno de los señores senadores, y que se concrete en un proyecto de ley que 
en octubre se pueda discutir. Esa es la idea. También nos falta iniciar un trabajo informal de contactos 
que supongo que ahora que terminó la rendición de cuentas tendremos tiempo de hacer. 


SEÑOR MIERES.- Asumo que después de hoy no hay más convocados. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Falta el señor Daniel Chasqueti. 
SEÑOR MIERES.- Lo decía porque me parece que un punto clave es cerrar las convocatorias. 


Independientemente de los mecanismos informales, el problema de la comisión es que no 
tenemos un proyecto de ley sobre el cual trabajar. A mí me parece bueno que el presidente de la 
comisión nos presente un punteo temático sobre las dimensiones del tema a partir de las 
presentaciones realizadas por los disertantes, así como de las opiniones que el presidente y su partido 
tengan respecto a los titulares de los temas que vamos a abarcar. Independientemente de los 
contactos informales, la comisión va a tener que debatir y resolver el mínimo denominador común de lo 
que en definitiva serán los términos del proyecto de ley que se presentará al plenario. Tengo la 
sensación que los tiempos son muy acotados y que pensar que en noviembre tengamos una 
respuesta, salvo que haya mucho trabajo informal, es difícil de imaginar. 


SEÑORA XAVIER.- Me parece que la ley existente puede ser una guía porque marca algunos de los 
capítulos sobre los que en su momento no tuvimos consenso, así como otros que es más claro que 
necesitamos incorporar, vinculados a la ley anterior. 


Es así que estaría sugiriendo que ese sea el esquema —más allá de los fundamentos que tuvo 
la convocatoria— sobre el cual trabajemos y al que podamos incorporar todas las propuestas de 
quienes han concurrido, en cada uno de esos capítulos y de los nuevos que deberíamos crear. Me 
parece que es una modificativa de esa ley y serviría desde el punto de vista de la unidad de 
instrumentos a regirnos en materia electoral. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa es una posibilidad; sobre esa base hemos estado trabajando. Asimismo, 
hay que agregar algo más. Aquí se sugirió el anteproyecto 2003 de la Jutep —que quedó por el camino 
pero creo que hay que revisar— y el proyecto original del Poder Ejecutivo de 2009, que también incluía 
elementos que deben ser revisados. 


Estamos de acuerdo con que hay que distribuirlo entre todos los miembros de la Comisión y 
no tenemos inconveniente en hacer el punteo porque de pronto existen cosas que aquí no están y que 
tenemos que incluir. Por ejemplo, el fallo de la Suprema Corte de Justicia respecto de los medios, de 
alguna forma, tenemos que tomarlo en cuenta; para algunos es relevante y para otros puede no serlo 
tanto. 


Ese sería el camino que tendríamos que seguir. 


Lo otro que les voy a proponer es elegir un vicepresidente ad hoc en la medida en que este 
servidor a las 16 y 25 tiene que retirarse, momento en que quizás esté disertando la delegación. Como 
no está presente el senador Heber, si no tienen inconveniente, propondría al senador Camy, para no 
romper el equilibrio de partidos. 


Se va a votar. 
(Se vota:) 


-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


(Ingresan a Sala los señores Rafael Piñeiro y Santiago Acuña). 


—La Comisión Especial de Partidos Políticos, Financiación y Publicidad Electoral, tiene el 
honor de recibir al doctor Rafael Piñeiro y al señor Santiago Acuña, a quienes habíamos invitado para 
que nos brinden su posición como académicos respecto de eventuales modificaciones a la legislación 
actual que mejoren lo existente en materia de financiación de partidos políticos y campañas 
electorales. 


Como no disponemos de mucho tiempo, les damos la palabra. 
SEÑOR PIÑEIRO.- Buenas tardes. 


Para ser bien específicos, primero vamos a hablar sobre cuáles son los objetivos que debería 
tener una normativa de financiamiento de partidos. Me parece que este no es un asunto menor y me 
imagino que todos ustedes deben pensar en el tema. Me refiero a poder brindar transparencia, 
incidiendo lo menos posible en la competencia política, es decir, distorsionando lo menos posible el 
caudal electoral o las preferencias que ya de por sí tienen los partidos y los candidatos en el 
electorado. 


Reitero que este no es un tema menor porque muchas veces puede pensarse en 
reglamentaciones que brinden mucha transparencia pero, al mismo tiempo, distorsionen las 
preferencias ciudadanas a favor de los desafiantes a quienes están ocupando los cargos y quieran 
presentarse a la reelección, o a favor de quienes están ocupando los cargos y buscan la reelección. 
Por tanto, se trata de un equilibrio entre lograr los mayores niveles de transparencia con la aplicación 
de normas lo más sencillas posibles, intentando evitar distorsionar la competencia política. 


Nosotros trabajamos específicamente en analizar las declaraciones de gastos e ingresos de 
los partidos en la primera vuelta de la última elección nacional. En esa investigación encontramos 
algunos problemas que, obviamente, podrían abordarse para mejorar la legislación. Por ese motivo, me 
voy a enfocar en este aspecto. 


Antes que nada, quiero decir que la legislación es un gran avance respecto a lo que existía 
antes de la aprobación de la ley del año 2009, pero hay tres componentes en los que se debería 
trabajar: los componentes normativos, que imagino que son los que más les preocupan a ustedes; los 
componentes de regulación de la actual normativa —sobre la que ustedes eventualmente podrían incidir 
avanzando a partir de la propia legislación—, y la aplicación de la ley, es decir sobre la capacidad de 
hacer efectiva la norma. 


Empecemos con los problemas asociados a diferentes normativas sobre financiamiento y 
subsidios. 


El primero se refiere a la forma en que Uruguay decidió regular la publicidad electoral, que es 
uno de los componentes más importantes de las campañas electorales. Uruguay decidió apostar por 
un sistema en el que los partidos políticos no tengan que aportar a la compra de esa publicidad. Esta 
es una de las opciones posibles e implica un subsidio prácticamente total a la publicidad electoral, pero 


tiene un problema: a diferencia de un subsidio en dinero, que se puede dar en función del resultado de 
la elección en la que se está compitiendo, los subsidios en recursos que se gastan en la propia 
elección no tienen otra forma de distribuirse que respecto a criterios de igualdad absoluta o a algún tipo 
de parámetros respecto a resultados electorales anteriores. Cuando se distribuye de esa manera se 
corren dos riesgos: tratar de manera igual a quienes son diferentes, poniendo en pie de igualdad 
propuestas que no tienen el mismo caudal electoral, o repartir con algún componente de 
proporcionalidad, lo que sabemos que tiende a congelar a los sistemas de partidos. En Uruguay 
tendería a congelar el sistema de partidos, no solo en cuanto a la competencia entre partidos, sino 
también a su interna. 


Hay otras formas que eventualmente podrían pensarse, en particular la de tarifar minutos y 
realizar la venta de esos minutos a través de un organismo, con el control de la emisión en los canales 
y un tope de compra. Esa es una solución bastante más transparente que, entre otras cosas, permite 
distorsionar lo menos posible la competencia electoral, sobre todo si se asocia a regulaciones estrictas 
de la forma en que los partidos se financian. De nada valdría tarifar los minutos si se deja abierta la 
posibilidad de recibir dinero sin ningún tipo de control. 


El segundo problema que tiene la normativa creo que es bastante fácil de solucionar. Siendo 
bastante razonable sobre la manera de financiar, sobre todo, las campañas de algunas listas a 
diputados —que es básicamente del propio candidato—, se permiten aportes ilimitados de los primeros 
candidatos de las listas. Obviamente, creo que hay que mantener esa posibilidad, pero debería 
solicitarse a los candidatos una declaración de dónde provienen los fondos. Ese es un cambio 
normativo bastante sencillo y creo que no generaría reparos en nadie, porque no está alterando ningún 
esquema de competencia y, obviamente, brindaría muchísima más transparencia al sistema. De lo 
contrario, se abriría la posibilidad de eludir los otros límites que impone la ley sobre el ingreso de 
dinero, mediante el ingreso como donación propia del candidato. 


Creo que se debería discutir cómo se pueden incluir en el proyecto de ley las elecciones 
internas, porque buena parte del gasto de las campañas electorales que realizan los candidatos, a 
diferentes niveles, se dan en ellas porque son parte de una misma campaña electoral. Sé que existen 
complejidades para la regulación, pero creo que se debería discutir la posibilidad de reglamentar el 
financiamiento, tratando de transparentar qué es lo que ingresa y qué es lo que se gasta en momentos 
de la campaña. 


Ahora me voy a referir a problemas asociados con la reglamentación de aspectos específicos 
del proyecto de ley. Uno de los problemas principales son los momentos en los que se puede recaudar 
dinero, pero eso no se da solo en Uruguay, sino que es un problema que se da con las leyes en todos 
los países del mundo. El tema se centra en cuál es el período en el que se puede recaudar dinero. Me 
imagino que ustedes habrán visto las declaraciones porque todos han estado involucrados en 
campañas electorales. En las declaraciones se puede poner un saldo inicial sobre, el que no hay 
ningún tipo de control. Entonces, si uno tiene la posibilidad de poner un saldo inicial, debería tener que 
decir de dónde se obtiene el dinero: cómo se pueden usar ahorros de campañas anteriores, si 
existieron y cómo se puede usar plata del partido si éste la quiere transferir hacia las diferentes 
candidaturas. Además, habría que establecer claramente que el dinero de privados que se puede 
volcar a las campañas debe ser el recaudado entre determinadas fechas. Eso involucra también la 
regulación de algo que es bastante complejo; me refiero a cuando los candidatos piden préstamos para 
integrar dineros a sus propias campañas, porque como los préstamos se pagan después no se sabe de 
quién es el dinero con el que se terminan pagando dichos préstamos. 


Por otro lado, el proyecto de ley establece que las donaciones anónimas no pueden superar 
el 15 % del ingreso anual declarado, pero el problema es que los candidatos solo hacen declaraciones 
para las campañas electorales y no anuales, y entonces no queda claro a qué se refiere ese 15 % 
anual declarado. Lo que tampoco queda claro es si es del total de ingresos incluyendo los subsidios 
públicos o sin incluirlos, porque eso hace una diferencia muy importante sobre el 15 % global del 
ingreso que puede provenir de fondos anónimos, teniendo en cuenta que estos son la excepción y no 
la regla, según el espíritu de la normativa. 


En cuanto a la reglamentación hay un problema y es que fija algunos parámetros respecto de 
los cuales se establecen esos límites. Uno de esos parámetros es el que acabo de nombrar y otro es el 
valor de la Ul, porque en ningún lado se dice cuál es el valor de la Ul de referencia y a la hora de saber 
cuál es el límite, eso genera incertidumbres que, si bien son menores, hay que cubrirlas. Cabe agregar 
que son menores en fondos pequeños, pero si los fondos son muy importantes, ya no son tan 
menores. 


También está el tema de la ausencia de controles. Estuvimos leyendo las exposiciones de los 
representantes de la Corte Electoral y del profesor Oscar Bottinelli, y en ambos casos se hace 
referencia a la debilidad del órgano que controla y a la necesidad de establecer capacidades para el 
control. Al respecto, me gustaría hacer dos comentarios. El primero es que para controlar un mercado 
hay que saber cómo funciona y no es solo una cuestión de contadores, sino de gente que también 
tenga conocimiento acerca del mercado político y de las campañas electorales. Para regular un 
mercado adecuadamente hay que tener información sobre el mismo, porque no se trata simplemente 
de tener a alguien que audite como lo hace cualquier otro tipo de empresa. En Uruguay tampoco 
tenemos mucha experiencia en materia de agencias reguladoras con desarrollo de capacidad técnica, 
aunque hay algunos casos, como la Ursec y la Ursea. Creo que habría que desarrollar algo similar, no 
ya con las características de la Ursec y la Ursea, que obviamente controlan mercados bastante más 
grandes que el de competencia política; no obstante, me parece que habría que pensar en algo por el 
estilo. 


Por otra parte, entiendo que en la lógica del diseño institucional uruguayo, el organismo que 
debe controlar es la Corte Electoral; pude advertir que esa discusión estaba en el medio. Obviamente, 
si la Corte Electoral es la que asegura las garantías del proceso y organiza la elección, también va a 
ser la que esté en mejores condiciones de garantizar algo que es muy sensible, como el control de las 
finanzas partidarias. Hay que tener en cuenta que, naturalmente, esto puede tener un manejo político; 
yo puedo usar esto como herramienta de competencia política o como instrumento de daño para la 
competencia política si el organismo que controla no asegura las mismas características que durante 
muchísimo tiempo ha asegurado la Corte Electoral en Uruguay. 


Déjenme pasar directamente a las recomendaciones de políticas. Ya hice la primera sobre el 
acceso a publicidad en medios. Obviamente, hay que garantizar el acceso; es importante tener una 
banda gratuita para todos, pero a mi juicio el resto tendría que ser tarifado, con controles sobre el 
monto que se compra, tanto en radio como en televisión. Hay que tener en cuenta que son mercados 
bastante fáciles de auditar, sobre todo los que más nos interesan, que son televisión abierta y radios de 
Montevideo. En ese sentido ya hay empresas que se encargan de auditar; no es algo tecnológicamente 
complicado ni costoso. 


Considero que es necesario mantener las donaciones ilimitadas de los cabezas de lista, pero 
al mismo tiempo creo que hay que pedir una declaración en cuanto al origen de esos fondos. También 
habría que incluir de alguna manera las elecciones internas, esclarecer qué son los fondos de 
campaña y los fondos partidarios y cómo los últimos pueden pasarse a los primeros, e incluir todos los 
problemas relativos a los saldos iniciales. Hay que establecer con mucha mayor claridad los 
parámetros y los tiempos en que se puede recaudar dinero. 


Es necesario disponer de un sistema de auditorías para el control de veracidad. Se necesita 
avanzar en el procesamiento y difusión de datos; eso es algo muy importante. No alcanza con decir 
que las declaraciones tienen que ser públicas; si quiero saber cuánto gasta un partido en su conjunto, 
tengo que pasarme varias horas —de eso Santiago Acuña puede dar fe— haciendo malabares para 
acumular de una manera razonable las diferentes declaraciones de los distintos candidatos en todos 
los niveles. Lo mismo ocurre cuando se quiere saber cuánto gastó una fracción. Está bien tener la 
información desagregada, pero imagino que los ciudadanos también tienen algún tipo de interés en 
contar con información agregada. Por supuesto, habría que tener una forma de acceso bastante más 
sencilla a la nómina de donantes privados, en términos tanto de las personas físicas como jurídicas 
que donan. Se tendría que poder hacer una búsqueda por persona física o por persona jurídica. 


Asociado a esto, quiero señalar lo siguiente. Por ejemplo, mi madre se llama Susana 
Rodríguez. Debe haber varias mujeres con ese nombre; es más: aquí tenemos una. Mi madre dona a 


un partido. ¿Saben qué aparece en la declaración? «Susana Rodríguez: equis cantidad de dinero». 
Eso no le brinda garantías a mi madre, a todas las otras Susana Rodríguez de Uruguay, ni a mí en 
cuanto a que fue Susana Rodríguez la que efectivamente donó ese dinero. Lo que quiero decir con 
esto es que hay que avanzar en la regulación para tener datos; por ejemplo, si se trata de una persona 
jurídica, necesito tener el RUT, el Registro Único Tributario, y si es una persona física, necesito contar 
con el número de cédula de identidad. 


SEÑOR CAMY.- ¿No figura siquiera el número de cédula o de credencial? 


SEÑOR PIÑEIRO.- No. Si quiero incluir donaciones nominativas de diferentes personas, lo puedo 
hacer allí sin ningún problema. 


También hay muchas donaciones nominativas de fondos pequeños; se habla de una cena y 
algo más, pero el problema es que no se sabe quién compra los tiques, cuánto valen, y no se tiene la 
lista de quiénes los compraron. Esa información, obviamente, debería aparecer. Todo esto hace 
referencia a la calidad y al criterio de formulación de las declaraciones. Hubo un avance significativo en 
la elección de 2009 hasta la de 2014 con el esfuerzo de la Corte Electoral para hacer un formulario lo 
más detallado posible. De cualquier manera, los problemas son enormes y, obviamente, hay que 
invertir en tecnología, no solo para facilitar el procesamiento, sino también la declaración. 


En cuanto a la transparencia en el movimiento de dinero en las campañas, deberíamos ir 
hacia la bancarización de todos los movimientos de las campañas. No hay forma más sencilla de 
solucionar varios de estos problemas si todos los movimientos están bancarizados —desde los 
honorarios que se pagan a los servicios que se contratan—, sobre todo cuando estamos yendo hacia 
niveles altos de inclusión financiera. 


Por último, me voy a referir a la transparencia en identificación de donantes. Habría que 
poner datos identificatorios de los donantes. Como la ley fija algunas restricciones respecto a quién 
puede donar, necesitaríamos registros de aquellas que no estén habilitadas a donar a los partidos. 


Quizás algunas empresas no saben que no pueden donar, como tampoco la gente que va a 
recaudar dinero en esas empresas, y termina cometiendo un ilícito simplemente porque no tiene 
acceso a la información del registro. Me parece que a la gente que hace recolección de fondos y a las 
empresas que donan le serviría saber de antemano quiénes están impedidos de donar, sobre todo si el 
impedimento tiene algún tipo de relación con el Estado. Obviamente, esa información está en el Estado 
y debería publicarse al comienzo de las campañas. 


SEÑORA XAVIER.- Les agradezco la comparecencia. 


Como he planteado a otras delegaciones, les pregunto a ustedes si han pensado en algún 
mecanismo de estímulo para que las mujeres lleguen en mayor número a la representación 
parlamentaria. Están en discusión en otra comisión dos proyectos de ley: uno que prorroga por un 
período más la ley que rigió para 2014-2015, y otro sobre paridad. Pero el financiamiento nos ha 
parecido que es una de las grandes complicaciones, además de los diseños de los partidos políticos 
para habilitar o no la llegada de las mujeres a las hojas electorales. Entonces, quería saber si tienen 
alguna sugerencia para hacerle a esta honorable comisión sobre cómo enganchar financiamiento y 
estímulo a la participación de mujeres en las listas. 


SEÑOR PIÑEIRO.- No soy experto en acciones afirmativas. Obviamente, el financiamiento puede ser 
objeto de acción afirmativa en el sentido de que aquellos que no cumplen con determinado parámetro 
exigible, serán sancionados por la vía de la retención del subsidio. Y aquellos que cumplen con ese 
parámetro, serán premiados de alguna manera. Obviamente, el financiamiento público puede utilizarse 
de esa manera. 


SEÑOR MIERES.- Quisiera plantear un tema lateral pero, para el caso uruguayo, relevante, porque 
cuando uno mira los presupuestos de campaña, es un componente importante. Me refiero al tema de la 
impresión y distribución de hojas de votación. Esto genera, además, una dificultad grande, porque 


implica la contratación masiva de personas —con los correspondientes asuntos vinculados con el 
registro en el BPS, etcétera— para que estén a cargo de las famosas «mesitas». Dentro de los rubros 
de campaña, el primero es la televisión o los medios de comunicación y el segundo es la impresión y 
distribución de listas. Me gustaría saber qué opinión tienen al respecto, si han manejado este tema, si 
lo tienen en carpeta o en la agenda, etcétera. 


SEÑOR PIÑEIRO.- Obviamente, la libertad de distribuir listas no debería cercenarse, pero el sistema 
debería asegurar, como creo que ha empezado a hacerlo desde hace algunas elecciones, que las 
listas estén en los locales de votación, colocadas por la Corte Electoral. 


No creo que el voto electrónico sea una alternativa necesaria para Uruguay, en particular por 
la dependencia que genera respecto a los proveedores de tecnología y por los costos en que deben 
incurrir los partidos para poder auditar esa tecnología. Hoy cualquier persona que sepa contar puede 
auditar el proceso electoral uruguayo, pero cuando metemos una máquina, no cualquier persona puede 
hacer validación de software. Creo que deberíamos tener esto en cuenta, máxime cuando las 
dimensiones del electorado uruguayo no son las de países donde sí tiene sentido incluir este tipo de 
votación, como Brasil o la India. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más preguntas, agradecemos la comparecencia de nuestros 
invitados. Han sido de mucha utilidad los conceptos vertidos. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 16:28). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


